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:
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Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
YOLANDA SANTIBAÑEZ
Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 
La aplicación del principio de condición más beneficiosa es procedente  frente al cambio de sistema o régimen de seguridad social, pero no frente al tránsito de legislación dentro del mismo sistema, con relación a la concesión de la pensión de sobrevivientes.   
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0025
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintiséis (26) días del mes de marzo del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro de la tarde (04:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señor YOLANDA SANTIBAÑEZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.  

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 05 de noviembre de 2008 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

De acuerdo con el petitum del libelo promotor, la señora YOLANDA SANTIBAÑEZ, actuando a través de apoderada judicial, pretende lo siguiente:


Que se declare que el Instituto de Seguros Sociales, Seccional Risaralda, se encuentra obligado a reconocer y cancelar la pensión de sobreviviente del señor Rainol Santibañez a favor de su compañera supersite, la señora Yolanda Santibañez, a partir del día 10 de marzo de 2.000, fecha de su fallecimiento, con los respectivos incrementos anuales, primas y mesadas adicionales.
Y que se ordene que la entidad demandada debe cancelar las condenas que se decreten debidamente indexadas, o en su defecto cancelar los intereses moratorios establecidos en la Ley 100 de 1993; costas y agencias en derecho.
2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El señor Rainol Santibañez falleció el 10 de marzo de 2000, por lo que el día 15 de diciembre de 2004, la señora Yolanda Santibañez en su calidad de cónyuge sobreviviente solicitó ante el ISS, Seccional Risaralda, el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, pero que esa entidad mediante la resolución No. 2578 de mayo 02 de 2006, negó la solicitud, con el argumento de que el asegurado al momento del fallecimiento no estaba cotizando al sistema y tenía 0 cotizaciones en su último año de vida, negando también la indemnización sustitutiva; frente a esta decisión, la actora interpuso recursos de reposición y apelación, que fueron resueltos confirmando la decisión inicial.
Afirma la demandante que en aplicación del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que permite la aplicación del Acuerdo 049 de 1990, es acreedora de la pensión de sobrevivientes del fallecido Rainol Santibañez, porque éste efectuó más de 500 semanas de cotización en toda su vida laboral, cumpliendo con los requisitos allí establecidos.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

El ente demandado, actuando por intermedio de apoderado judicial, contestó la demanda manifestando no constarle la totalidad de los hechos enunciados en la demandada; se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones de fondo las que rotuló como: “FALTA DE LEGITIMACION POR ACTIVA”, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “INEXISTENCIA DE MORA EN EL PAGO DE LA PENSIÓN”, “PRESCRIPCIÓN”, “FALTA DE CAUSA” Y “GENÉRICAS”.
IV. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura, en la que al desatar el fondo del asunto resolvió condenar al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a la demandante en su calidad de cónyuge sobreviviente de causante Rainol Santibáñez, la pensión de sobrevivientes a partir del día 15 de diciembre de 2.001, en la cuantía que legalmente correspondiere, en forma vitalicia, incluyendo las mesadas adicionales, y sin perjuicio de los aumentos legales de futuro, intereses moratorios, condenó en costas a la entidad accionada en un 95% y declaró la prescripción de las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 15 de diciembre de 2001.
Para arribar a la anterior determinación la funcionaria de primer grado, apoyada en basta jurisprudencia y en la prueba vertida en el plenario, dispuso dar aplicación al principio constitucional de la condición más beneficiosa, aduciendo, que resultaba inexplicable e ilógico que se perdiera el beneficio de la pensión de sobrevivientes por no acreditar el cumplimiento de 26 semanas en el año anterior al fallecimiento (exigido por la ley 100 de 1993, vigente a la fecha del fallecimiento del señor Santibañez), mientras que en el régimen pensional anterior, acreditaba más de 600 semanas, y sin embargo no tuviera el derecho a disfrutar de la pensión.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con la decisión del juez de primer grado, el mandatario judicial de la demandada, dentro de la oportunidad legal, interpuso recurso de apelación, el cual sustentó argumentando que:

No podía aplicarse norma diferente a la vigente al momento del fallecimiento del señor Rainol Santibáñez (Ley 100 de 1993) en aplicación del principio de la condición más beneficiosa porque el Acuerdo 049 de 1990, se encuentra derogado en su totalidad, no tiene vida en el ámbito jurídico y no puede producir ningún tipo de efectos legales, caso contrario de la Ley 100 de 1993.
Expresa que aunque la normatividad que debe aplicarse es la contenida en la Ley 100 de 1993, en el presente caso, no se cumple con la densidad de cotizaciones requeridas por el artículo 26 de esta codificación, no se tiene respaldo probatorio de las semanas cotizadas, por cuanto la historia laboral aportada, carece de los requisitos de validez y existencia, porque no se encuentra firmada por el funcionario público respectivo, tienen la leyenda “no son válidos para prestaciones sociales”, y adicionalmente se encuentran alterados con tachones e inscripciones.
Manifiesta finalmente que tampoco se acredita la convivencia de la demandante con el afiliado fallecido, porque las declaraciones extrajuicio aportadas al proceso no fueron ratificadas, de tal suerte que nunca se pudo ejercer el derecho de defensa.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

· ¿De acuerdo a la jurisprudencia, es procedente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa frente al cambio de régimen, esto es, cuando se pretende la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año y no de la Ley 100 de 1993, para efectos de la concesión de la pensión de sobrevivientes?

   3. De la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en materia de pensión de sobrevivientes: 

Es indudable que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes es la que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del pensionado o del afiliado al sistema de seguridad social, sin embargo, cuando bajo esas disposiciones no se alcanza a cumplir todos los requisitos para obtener la gracia pensional, esa regla general cede para dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa, que no es otra cosa que aplicar las disposiciones anteriores para conceder la pensión.
El deceso del señor Rainol Santibañez (afiliado) tuvo ocurrencia el día 10 de marzo de 2000 (fl. 24),  por lo tanto, la legislación aplicable era la consagrada en la Ley 100 de 1993, sin las modificaciones introducidas con posterioridad por las leyes 797 y 860 de 2003.

Al revisar los requisitos exigidos en el texto original del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, se puede determinar que el afiliado no cumplió con la densidad de semanas de cotización allí requeridas, toda vez que, a la fecha de su deceso, a pesar de ostentar la calidad de afiliado no se encontraba cotizando, por lo que debía acreditar por lo menos 26 semanas de cotización dentro del año inmediatamente anterior al momento de producirse su fallecimiento, periodo dentro del cual no reportaba ni una sola semana de cotización, por lo que sería, en aplicación de esta disposición improcedente el reconocimiento del beneficio pensional a la cónyuge supersite del afiliado fallecido. 
Sin embargo, encontró la funcionaria de primer grado (verificado por esta Colegiatura) que el fallecido Rainol Santibañez, durante su vida laboral (fl. 86) cotizó ante el Instituto de Seguros Sociales, un total de 3.953 días, es decir, 564.7143 semanas, acreditando con suficiencia el monto de semanas exigidas para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, por el régimen anterior al establecido por la Ley 100 de 1993, esto es por el Acuerdo 049 de 1990, que exigía el cumplimiento de 150 semanas de cotización dentro de los seis años anteriores al infortunio o, 300 semanas de cotización en cualquier época con anterioridad al mismo hecho, con base en ésta normatividad y en uso de las facultades extra petita, decidió otorgarle el beneficio pensional a la actora.
Ahora bien, el principio de la condición más beneficiosa ha sido aplicado indistintamente a aquellas situaciones en que la pensión no podía reconocerse bajo el régimen vigente por no cumplir con los requisitos allí establecidos, pero sí al cumplir los requisitos establecidos en una disposición anterior.
Sin embargo, esa reiterada posición de la Corte Suprema de Justicia, que fue adoptada en innumerables asuntos por esta Sala de Decisión, ha tenido un considerable  cambio a efectos de su aplicación, a raíz de lo expuesto en la sentencia del 02 de septiembre de 2008, con radicación 32.765, que en lo pertinente se transcribe:  

“Por lo demás, no hay lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa cuando la persona que se invalida en vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003 no cumple los requisitos previstos en esa normatividad, pero sí las 26 semanas del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original. 

En efecto, el principio de la condición más beneficiosa en materia pensional ha tenido extensa aplicación por parte de la jurisprudencia, respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, (150 semanas de cotización dentro de los 6 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, ó 300 semanas en cualquier época con anterioridad a ese estado) tal como lo determinaba el artículo 6° del Acuerdo 049 de 1990 del I.S.S., no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, pero en razón a que se consideró que la nueva legislación traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior. 

Sin embargo, esta no es la situación que surge en el evento de la Ley 860 de 2003 frente al artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última exigía niveles de densidad de cotizaciones bajos en relación con los más exigentes pretendidos por el legislador en la nueva disposición”
(negrillas para destacar).

Aunque el anterior extracto jurisprudencial analiza la aplicación del principio de la condición más beneficiosa a la pensión de invalidez, las disquisiciones allí efectuadas son perfectamente aplicables en materia de pensión se sobrevivientes.

Ese extracto jurisprudencial permite concluir que la aplicación del principio de la condición más beneficiosa es procedente cuando se trata de aplicar normas que hacen parte de diferentes sistemas de seguridad social, más no de normas que hagan parte de un mismo régimen pensional, es decir, que es procedente cuando se busca la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 en reemplazo del texto original de la ley 100 de 1993, o de la misma con las modificaciones introducidas (Ley 797 y 860 de 2003), porque una y otra hacen parte de diferentes sistemas de seguridad social, no ocurre lo mismo cuando se busca la aplicación del texto original de la Ley 100 de 1993 frente a lo dispuesto por las leyes 797 y 860 de 2003, porque estas sí hacen parte del mismo régimen de seguridad social, que nació a la vida jurídica desde el 01 de abril de 1994, cuando entró en vigencia la Ley 100 de 1993.
Este tema ya ha sido objeto de análisis por esta Sala de Decisión, en los siguientes términos:

“Se restringe entonces la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, al cambio de sistema general de seguridad social presentado entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, por presentar este último régimen un promedio de exigencia, en cuanto a cotizaciones, más bajo que el primero, tornándose en este caso, en un exabrupto la no concesión de una pensión cuando se habían cotizado un número mucho mayor a las exigidas, pero en un período distinto al exigido por la Ley.

Sin embargo, como en el transito legislativo de la Ley 100 a la 797 y a la 860, los presupuestos, en cuanto a densidad se incrementaron y se adicionó además otro requisito como lo es el de la fidelidad al sistema, no es posible, como regla general,  hablar de condición más beneficiosa, sino que es menester que se cumplan los presupuestos establecidos en esta norma, salvo en aquellos asuntos en los cuales existe un muy breve período de tiempo entre la entrada en vigencia de la rememorada legislación y la fecha de estructuración de la invalidez (…)
Así las cosas, el principio de la condición más beneficiosa frente a las prestaciones económicas de invalidez y sobrevivencia, continúa siendo aplicable en aquellos casos en los que en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, se cotizaron más de 300 semanas en toda la vida laboral o 150 semanas en los 6 años anteriores al 1º de abril de 1994 y 150 en las 6 anualidades que prosiguieron a dicha fecha
 y el hecho incapacitante o el deceso, se presentó en vigencia del sistema pensional
 contenido en la Ley 100 de 1993, porque en todo caso, las exigencias actuales son inferiores a las establecidas en aquel Acuerdo y resultaría altamente lesivo conceder prestaciones a quienes hayan aportado 26 ó 50 semanas en un período determinado y no a quienes hicieron cotizaciones al sistema pensional en cuantía superior a las 300 semanas”.
 (subrayas para resaltar).
De acuerdo a lo anterior y verificado como está que la demandante cumplió con cada uno de los requisitos establecidos por el artículo 25 y s.s. del referido Acuerdo 049 de 1990, como es acreditar la calidad de cónyuge sobreviviente del afiliado (numeral 1° artículo 27) y acreditar trescientas (300) semanas de cotización en cualquier tiempo (artículo 25 en concordancia con el 6° literal b)), último requisito que satisface con amplitud pues de su historia laboral visible a folios 81 y s.s., se extracta que antes de producirse el cambio de sistema, es decir, antes del 01 de abril de 1994, cotizó 564.7143 semanas superando la base de las 300 semanas exigidas;  requisito que fue logrado en su totalidad en vigencia de esa disposición (Acuerdo 049/1990), por lo que es del caso confirmar la decisión de primer grado, en atención a que la aplicación del principio de la condición más beneficiosa realizado por la funcionaria de primera instancia, ser realizó frente a un cambio de régimen, de ley 100 de 1993 al Acuerdo 049 de 1990, y no de disposiciones diferentes dentro del mismo régimen de seguridad social establecido por la Ley 100 de 1993.

6. Conclusión:

Así las cosas, siguiendo la línea jurisprudencial vertida por la Sala Laboral de la C.S.J. sobre la materia, habrá que confirmarse la decisión de primer grado. 

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República de Colombia y por Autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 05 de noviembre de 2008, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora YOLANDA SANTIBAÑEZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
SEGUNDO.- CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.
Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
� Sentencia del 2 de septiembre de 2008. Rad. 32.765. M.P. Dr. EDUARDO LÓPEZ VILLEGAS.


� Al respecto véase la sentencia del 4 de diciembre de 2006 radicado 28893.


� Entendiéndose por tal la Ley 100 de 1993 con sus modificaciones. 


� M.P. Francisco Javier Tamayo Tabares. Rad. 2008-00559. Dte: María Donelia Arias





